REBELIÓN

RADICACIÓN: 660013187002-2005-00343-01
INTERNO:        HONORIO SANTA DOVIGAMA


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, febrero quince (15) de dos mil seis (2006)
                                                               Aprobado por Acta No. 102
                                                               Hora: 05:45 p.m.
Se ocupa la Sala de desatar el recurso de apelación interpuesto por el interno HONORIO SANTA DOVIGAMA, contra el auto interlocutorio proferido por la señora Juez Segunda de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (e) el día once (11) de noviembre de dos mil cinco (2005), por medio del cual le negó el descuento de la décima (1/10) parte de la pena impuesta, contemplado en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005.

1.- PROVIDENCIA 

Consideró la señora Juez de instancia que no era posible conceder el descuento punitivo solicitado por el interno, dado que la Ley 975 de 2005, estaba destinada a ser aplicada a aquellas personas que hacían parte de grupos delincuenciales al margen de la ley, para facilitar su reincorporación a la vida civil. Con esa premisa en mente, conceptuó que el señor SANTA DOVIGAMA no pertenecía a ninguna agrupación ilegal, ni su delito se había cometido por razón de hacer parte de alguno de ellos.

2.- RECURSO 

Afirma el interno que fue capturado el diez (10) de diciembre de dos mil cuatro (2004) y se le siguió un proceso por rebelión. Cuando fue capturado colaboró con la justicia tal como está demostrado en el proceso y posteriormente, se acogió a la sentencia anticipada. Cuando entró a regir la Ley 975 de 2005 ya la condena por rebelión había quedado ejecutoriada. Agrega que ha venido estudiando desde el catorce (14) de febrero de dos mil cinco (2005) y no tiene en su haber procesos por otros delitos, menos de lesa humanidad.
Señala que la rebaja contemplada en la Ley 975 se aplica a quienes cumplieran los requisitos sin importar si se trataba de paramilitares o guerrilleros, como también presos sociales y resalta que la Corte Constitucional había fallado una tutela a favor de un preso social al que se le había negado el descuento por no tener ninguna de las dos condiciones anotadas. Refiere además que la intención de los congresistas era aliviar el padecimiento de los detenidos y procurar disminuir el hacinamiento en las cárceles.
Critica la posición del juzgado, cuando le niega la rebaja por no ser guerrillero interno, cuando él fue condenado por rebelión y se pregunta si los guerrilleros no son rebeldes, entonces, quién podrá serlo? La ley no menciona que se tenga que condenar al rebelde y ninguna persona condenada por rebelión se le indica si es interno o no.

Finalmente, trae a colación la sentencia C-823 del diez (10) de agosto de dos mil cinco (2005) por medio de la cual la Corte declaró la exequibilidad condicionada de la expresión “y de la reparación de la víctima”, como requisito para otorgar la libertad condicional, en el entendido que la insolvencia del condenado no podía ser factor que impidiera que se concesión del beneficio.

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Por tener competencia para decidir, por los factores territorial y  funcional, procede la Sala a encarar el estudio del expediente y del auto interlocutorio impugnado, para lo cual abordará el análisis desde los siguientes aspectos: 

4.1.- Sobre la aplicación del descuento de pena contemplado en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005.

Debe decirse que este tema ha sido complejo, de difícil manejo, que incluso ha suscitado diferentes posiciones al seno de esta corporación, dado que por una parte, al entrar en vigencia la mencionada Ley, el criterio adoptado fue el de estimar que en virtud del principio de especialidad de la ley, su ámbito de aplicación y la filosofía misma que la originó –facilitar la reinserción a la vida ciudadana de personas puestas al margen de la ley por su vinculación a grupos armados- no era procedente conceder tal disminución a quienes no pertenecieran a una de tales organizaciones.

Posteriormente, la Sala se adentró en el estudio del proceso legislativo que permitió la expedición de la mencionada ley y concluyó que la voluntad del legislador se había orientado desde el principio –aunque con notable oposición- a otorgar una rebaja punitiva para todos los reclusos que al momento de entrar en vigencia, tuvieran sentencias ejecutoriadas, siempre y cuando no se tratara de delitos de lesa humanidad, narcotráfico o de índole sexual. Por tanto, era necesario estarse a lo decidido por el órgano de configuración legislativa y en consecuencia, se hacía procedente otorgar la rebaja de la décima parte de la pena impuesta, aún cuando se tratare de delitos no relacionados con el proceso de reinserción social de los alzados en armas. En aquella ocasión, se decía para reafirmar dicha tesis:

Tal conclusión tiene fundamento, además, en una razón lógica y en un argumento a favor del principio de igualdad, a saber:

1.-  Razón lógica: No tiene sentido, que si en verdad la filosofía del estatuto es amparar única y exclusivamente las conductas afines a los grupos al margen de la ley, se exceptúe en forma expresa el delito sexual, el narcotráfico y los de lesa humanidad, pues por definición, esos comportamientos ya se entienden excluidos de aquellos ilícitos propios de los grupos alzados en armas. En otras palabras, es ilógica la exclusión que se hace y da pie a pensar, contrario sensu, que si se hizo esa excepción, es porque en realidad la intención del legislador no era tener en consideración sólo las conductas atinentes a los grupos sediciosos, sino toda la gama de ilícitos en los cuales existiera sentencia de condena. 

2.- Principio de igualdad: Si extraemos mentalmente lo atinente a los delitos afines a los grupos violentos, al igual que los punibles exceptuados, tendríamos todo el resto de comportamientos tipificados como delitos, acerca de los cuales no tendría sentido la discriminación en cuanto al descuento de pena; dígase v.gr. un hurto cometido en el interior del grupo guerrillero, que por supuesto no tendría razón para diferenciarse de un hurto cometido por fuera de esa organización, en consecuencia, uno y otro deben tener igual tratamiento punitivo (por supuesto, con el descuento al que aquí se hace referencia)
.

De manera similar a lo aquí acontecido, por parte de la Sala de Casación Penal de la honorable Corte Suprema de Justicia, se profirieron decisiones que solucionaron el problema de la aplicación de la rebaja estatuida, en diferentes formas. Estamos hablando de los autos de segunda instancia del 18-10-2005 Rad. 24.196 M. P. Dra. Marina Pulido de Barón – donde se concluyó que la voluntad del legislador fue otorgar una disminución punitiva de carácter general-, y de aquel fechado el 28-10-2005 Rad. 17089 con ponencia del Dr. Jorge Luís Quintero Milanés -en el que se decidió inaplicar la norma contenida en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005 por considerar que no guardaba unidad de materia con el cuerpo de tal codificación, haciendo uso del control difuso constitucional entregado por la Carta a todos los jueces de la República-. Hacemos énfasis en que este último pronunciamiento que además, sirvió de sustento a la señora Juez de instancia para arribar a la conclusión anotada, fue aprobado por un número estrecho de Magistrados (cuatro) -con conjueces incluidos-, dadas las ausencias (3 en permiso), los salvamentos (tres) y las aclaraciones de voto (1) allí existentes.

Como vemos, el tema no ha sido pacífico y por el contrario, hoy por hoy, aparece confuso y contradictorio; sin embargo, esta Sala, es del criterio que la línea de pensamiento favorable debe mantenerse hasta tanto se produzca una decisión definitiva por parte de la Corte Constitucional que avale su conformidad con la Carta Política o la excluya por incompatible; o, en subsidio, una posición abiertamente mayoritaria de la Sala de Casación Penal, que obligue como precedente en consideración a la existencia de dos posiciones antagónicas sobre este mismo punto de Derecho.
De contera, a fines del año inmediatamente anterior, el Gobierno Nacional en ejercicio de las facultades conferidas en el artículo 189.11
 de la Constitución y la propia Ley 975 de 2005, expidió el decreto 4760 (Diciembre 30 de 2005), por medio del cual se reglamentó parcialmente la susodicha ley. Tal normativa, en su artículo 27, hace referencia concreta a la rebaja de penas contemplada en el artículo 70 de la ley reglamentada y hace claridad en que los destinatarios de tal descuento serán aquellos cuya condena… 

…se haya proferido por conductas punibles diferentes a las de lesa humanidad, narcotráfico o por los delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales: acceso carnal y/o acto sexual violento, acceso carnal y/o actos sexuales en persona puesta en incapacidad de resistir, acceso carnal abusivo y actos sexuales con menor de catorce años, acceso carnal o acto sexual abusivos con incapaz de resistir, inducción y/o constreñimiento a la prostitución, trata de personas, estimulo a la prostitución de menores, pornografía infantil y turismo sexual.
Como se ve, ha surgido en nuestro panorama jurídico otra norma que refuerza la vocación de generalidad impartida a la rebaja punitiva a la que estamos haciendo referencia, la cual además, introdujo mayor precisión en cuanto a los requisitos para su otorgamiento, tal como aparece en el resto del extenso artículo 27 arriba mencionado.
Así las cosas, con mayor razón la Sala seguirá atendiendo la posición según la cual: es procedente el descuento del diez por ciento (10%) para todos los sentenciados
, porque como ya se analizara en pretéritas oportunidades, así se entendió del análisis de las actas de discusión del proyecto en el Congreso.

Precisado lo anterior, se ocupa por tanto la Sala de determinar si la situación del señor HONORIO SANTA DOVIGAMA es una de aquellas en las cuales se puede conceder la rebaja a la que se ha hecho referencia.

4.2.- El caso concreto

Lo primero que llama la atención de esta Corporación, es el erróneo entendimiento dado por la señora juez conociente al caso del sentenciado, cuando afirma que “no pertenece a ningún grupo al margen de la ley ni el delito se cometió por pertenecer a alguno de ellos, por tanto no es aplicable el artículo 70 de la Ley 975 de 2005”. Pareciera desconocer que la conducta punible por la cual se sancionó al señor SANTA DOVIGAMA fue precisamente REBELIÓN, y que los hechos que motivaron su sentencia se refieren a haber sido capturado por las tropas del Batallón San Mateo y haberles entregado a los uniformados proveedores para fusil, cordón detonante, una pistola calibre .22, 250 gr. de pólvora y frascos de insulina. Además, el haber confesado pertenecer al Frente Cacique Calarcá del ELN.

De ahí, probablemente surja la confusión del interno recurrente, quien estupefacto observa cómo la judicatura le desconoce su condición de subversivo, dada su pertenencia a un grupo que mediante el uso de las armas, pretende el derrumbamiento del orden constitucional establecido, precisamente, uno de los destinatarios originales de la Ley 975, tal como se desprende de la desprevenida lectura del artículo 1º citado en la providencia impugnada y, por demás, sustentáculo de la decisión negativa como ya se vio.

Paso obligatorio sería, en este estado de la decisión, disponer en consecuencia la concesión del descuento; sin embargo, un análisis de los requisitos exigidos mancomunadamente por la Ley 975 de 2006 y el Decreto 4760 del 30 de diciembre de 2005, nos hace ver que precisamente en el inciso segundo del numeral primero del artículo 27 al que se hizo referencia con anterioridad, aparece exactamente plasmada la situación del señor HONORIO SANTA DOVIGAMA, como una de aquellas en las cuales no se puede acceder al descuento punitivo. En efecto, allí se prescribe:

Tratándose de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, adicionalmente se requiere que no se trate de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de la pertenencia al grupo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 de la ley 975/2005.
Lo anterior, tiene sentido, en el entendido que no se trata de una discriminación, sino que por el contrario, los procesados pertenecientes a organizaciones ilegales, por virtud de la Leyes 975 de 2005 y 782 de 2002, pueden lograr beneficios diferentes de los que se establecieron de manera general para la delincuencia común, y a los cuales se puede acceder mediante el seguimiento de las directrices que al respecto ha trazado el Ministerio del Interior.
En conclusión, una persona como el aquí procesado, podría recibir en forma acumulada dos tipos de beneficios: unos, al ser reinsertado y en relación con las conductas punibles cometidas durante o con ocasión a su pertenencia a grupos rebeldes; y, otra, por la comisión de delitos comunes sin conexión con su vinculación al grupo, tal y como es aplicable a infractores no beligerantes. 
En el asunto debatido, el sentenciado HONORIO SANTA debe conformarse con los beneficios que obtenga por su acto de reincorporación a la vida civil, sin pretender acumular una rebaja adicional del 10% por cuanto no se avizoran otro tipo de comportamientos al margen de la ley diferentes al de la rebelión propiamente dicha.

En consecuencia, se hace necesario confirmar el auto interlocutorio apelado, en cuanto a la conclusión obtenida de negar la rebaja de pena solicitada, así su fundamentación y motivación,  se hayan alejado considerablemente de los derroteros legales aplicables al caso.

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA por las razones aquí planteadas, el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, que fue objeto de impugnación.

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                     
         VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
Secretaria de la Sala
� Cfr por ejemplo Auto de 2ª Instancia del 03-11-2005 Rad. 660013187001-2004-00727-01 M. P. Jorge Arturo Castaño Duque.





� ARTICULO 189. Corresponde al Presidente de la República como Jefe de Estado, Jefe del Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa:. 11. Ejercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, resoluciones y órdenes necesarios para la cumplida ejecución de las leyes. 


� Excepto los condenados por los delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, lesa humanidad y narcotráfico.
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